Carátula 
(Es la hora 15 y 45 minutos) 


SEÑOR BERRUTTI.- Analizando las distintas columnas que componen el comparativo. Si focalizamos los diferentes proyectos, 
podemos identificar más o menos primero el del Ministerio de Vivienda, que es el Mensaje del Poder Ejecutivo, que tiene 
compatibilidades con lo que ha hecho el arquitecto Villegas. Después tenemos una segunda focalización que sería lo del Congreso 
de Intendentes que está a cargo del arquitecto Sienra y del doctor Machado. La tercera focalización estaría en lo que corresponde 
al Instituto de Urbanismo de la Universidad de la República, que tiene algunas propuestas que son atípicas con respecto al resto. 
La cuarta focalización estaría en torno al arquitecto Gilmet y la doctora Pereyra y la arquitecta Crespi, con algunos matices. Al 
proyecto de Gilmet en particular se había acoplado el arquitecto Bonti. 


En torno a esas focalizaciones en este mes de julio habría que hacer la primera ronda para tratar de homologar los proyectos. 


La propuesta es que en torno a estos cuatro se pueda compatibilizar el resto. Después, en una segunda ronda, podremos ver 
cuáles de estos cuatro se pueden fusionar y qué nos queda. Evidentemente, nos va a quedar el Mensaje del Poder Ejecutivo, que 
tiene muchas diferencias con lo que trató esta Comisión Asesora. Por otro lado, tendremos lo del Instituto de Urbanismo, que es 
bastante atípico en algunas propuestas. Aclaro que lo de atípico no es una crítica. Pero es diferente. Después habría que ver la 
posibilidad de compatibilizar lo que corresponde al Congreso de Intendentes con las propuestas del arquitecto Gilmet y la doctora 
Pereira, Bonti y Ana María Crespi, con los matices. 


En definitiva, en la segunda ronda nos podríamos quedar con el Mensaje del Poder Ejecutivo, con el Instituto de Urbanismo de la 
Facultad de Arquitectura y con la parte mayoritaria de los asesores de la Comisión. Esta es la estructura que emana del 
comparativo, pero ustedes tienen la palabra. Esa es una idea planteada como programa de trabajo para el mes de julio: una 
primera ronda y una segunda ronda. 


SEÑOR VILLEGAS.- Yo acabo de entregar a la Secretaría un enésimo anteproyecto de esta bendita ley que llamo "tercer borrador" 
y que fue terminado de elaborar en estos últimos días. ¿En base a qué? Porque aparecen tres o cuatro conceptos nuevos que no 
habíamos manejado y que no me atrevía a distribuir entre ustedes por cuanto en cierto modo es un atrevimiento y en otro no, 
porque están incorporados algunos conceptos generales que conversé con el señor Berbejillo que me parecieron muy razonables. 
Al ser razonables los incorporé a esta nueva versión que llamo tercer borrador de fecha 28 de junio de 2003, aunque debe ser el 
veinte. 


¿Qué conceptos incorpora? Incorpora un concepto de orden práctico que yo comparto y por eso lo he incorporado. 


El proyecto de ley que estamos tratando está establecido sobre el carácter vinculante, o sea, el carácter obligatorio de sus 
disposiciones para todos los Entes del Estado, Intendencias, etcétera. La vinculación básica del Ministerio de Vivienda a propósito 
de esta ley tiene que ver con las Intendencias. Entonces, ¿quién obliga a una Intendencia a hacer un plan urbano o departamental? 
Nadie. No lo van a hacer, salvo que se les ocurra hacerlo por su propia iniciativa. 


Aparecen acá tres situaciones distintas: disposiciones obligatorias, que son pocas; disposiciones recomendadas, que son 
eventualmente incentivas, y disposiciones aconsejadas, que no son incentivas sino simplemente de trámite corriente. 


¿Cuáles son las disposiciones obligatorias, que aparecen después en los planes? En realidad hay dos. Obligatorio es que cada 
población del interior tenga -y esta es una obligación para las Intendencias- un plan de uso del suelo. Discutiremos si las 
localidades mayores de mil o cinco mil -por ahí estará un poco la diferencia- pero es imprescindible que las Intendencias delimiten 
el uso del subsuelo, su tipo de suelo y sus usos en áreas urbanas y rurales. 


Después están las opcionales incentivas, que son los planes de otro tipo en los cuales eventualmente el Ministerio podría colaborar 
no sólo con asesoramiento técnico sino -en tiempos normales- con un asesoramiento económico sobre todo para la tecnificación de 
las oficinas técnicas departamentales. 


Lo otro que aparece como obligatorio es lo relativo a los planes regionales. Cuando en una región se puede determinar que hay un 
problema a resolver o una oportunidad a desarrollar -como siempre oportunidades y problemas- si ese plan abarca territorio de más 
de un departamento, es preceptiva la intervención del Ministerio de Vivienda. Esas son las dos únicas situaciones en las cuales, 
según este proyecto, se crea una obligación formal para las Intendencias Municipales. 


¿Cómo se genera la obligación y qué sanción hay para el que no lo hace? La sanción es por la omisión, o sea que cuando una 
Intendencia no cumpla con estas disposiciones perderá el derecho a toda coparticipación del Ministerio de Vivienda , de su 
personal técnico y de sus recursos para elaborar planes. Eso es lo único que se puede hacer. Cualquier otra cosa que le podamos 
decir a una Intendencia no genera obligaciones. Es una obligación por déficit; pierde el derecho de ser atendida por el Ministerio. 
Es lo único que encontramos que se puede hacer para generar la obligación, tanto en los planes de uso del suelo como en el caso 
de los planes regionales que abarquen a más de un departamento. 


Las otras condiciones son opcionales incentivas cuando un plan, un problema o una situación territorial sea de interés tal que la 
Intendencia solicite al Ministerio de Vivienda la colaboración y éste podrá colaborar siempre y cuando tenga recursos y personal 
disponible. 

Eso es innovador en cuanto a lo hablado por ahora: el poder vinculante, la obligación estricta. 


La incentivación refiere a los apoyos económicos y de personal técnico que pueda brindar el Ministerio. 


Después vienen las competencias; el Gobierno Central, etcétera. 


De acuerdo a lo conversado, se mantienen los asesoramientos de la Comisión Técnica Asesora, lo mismo que la solución de 
controversias por vía de un tribunal de tres miembros. 


En cambio, categoría de suelos es otro capítulo donde aparecen cosas nuevas. 


Las aconsejadas no están especificadas. Están las obligatorias, las recomendadas y las aconsejadas. Puede ser que haya que 
desarrollar esto un poco más, pero por ahora está planteado así. 


En las categorías de suelo hay otra innovación sobre los temas que habíamos hablado y que esencialmente modifica la Ley de 
Centros Poblados. Estimamos que hay, según esta versión y este concepto, un tipo de suelo urbano que integra el suburbano, 
porque lo de suburbano es algo bastante uruguayo que no aparece en ninguna otra legislación; en cambio aparece el periurbano, 
que es otra categoría. Lo que hoy es urbano y suburbano se integra con el área urbana. 


Es un problema simplemente de denominación. Podría transcribir directamente lo que se solicitaba o indicaba para el suelo 
suburbano. 


En los planes de uso del suelo se ubican las áreas urbanas y las periurbanas, pero las periurbanas no están fraccionadas ni se 
pueden fraccionar. Son áreas no habitables, pero pueden alojar industrias, huertos, ese tipo de cosas al margen de lo que es 
netamente urbano. Nuestra experiencia nos dice que lo que llamamos suburbano se transforma rápidamente en urbano porque no 
hay una categorización, salvo la definición por la evaluación de la contribución inmobiliaria, entre lo urbano y lo suburbano. 


¿Es posible que lo urbano o lo suburbano se corra? No. Todo lo que es urbanizado es suelo urbano, sea de la antigua categoría de 
suburbano, sea de la urbana netamente. 


Dentro de lo periurbano, los planes de uso del suelo delimitarán las áreas no urbanizables sea por su condición de inundables o por 
tratarse de suelos que por cualquier motivo se consideren inadecuados para su incorporación en las áreas urbanas. 


El suelo periurbano es también no urbanizable excepto algunas áreas que los planes de uso del suelo definirán y calificarán como 
urbanizables para futuras ampliaciones de las áreas urbanizadas, las que serán objeto de nuevos planes urbanos. 


Después hay otros suelos de áreas no especificadas, como suelos rústicos, naturales, serranías. Areas de ríos, lagos y lagunas 
naturales y artificiales comprenden así también las áreas naturales protegidas. 


Dentro de ese grupo de urbano, periurbano, no rural y otros suelos se deben calificar a todos como urbanizables o no urbanizables. 
Estoy resumiendo lo que hemos desarrollado. 


Otra cosa novedosa es, dentro del Capítulo IV, lo que era la Ley de Centros Poblados. Se sustituye por una serie de 
especificaciones que integran la nueva ley y que de hecho dejan de lado la Ley de Centros Poblados del 46. 


Esos son los aspectos novedosos que aparecen en este nuevo texto que hemos elaborado. Son temas que se refieren a muy 
primarias conversaciones que mantuve con el señor Berbejillo y sus asesores. No tengo todavía lo que podría ser una estructura 
del proyecto alternativo que está elaborando la Dirección Nacional de Ordenamiento, la cual -me dice uno de sus miembros- no me 
ha querido citar tal vez para que no me contamine o para que no los contamine a ellos. Pero lo están elaborando. ¿Cuándo? No sé. 
¿Cómo? No sé. Lo único que tuve fueron esos conceptos que acabo de desarrollar que básicamente son tres: la obligatoriedad o 
no de las disposiciones de la ley, la integración de los suelos, del suelo suburbano al urbano, y la incorporación de disposiciones 
que sustituyen a las áreas de centros poblados. 


SEÑOR SIENRA.- Primero voy a hacer un par de comentarios respecto a lo que el arquitecto Villegas acaba de plantear. 


Estoy de acuerdo en que algunas cosas puedan no resultar incluso constitucionales si se les obligan determinadas situaciones a 
las Intendencias; sin embargo, me parece que por lo menos hay un par de cosas que hay que obligar a cumplir a las Intendencias, 
que son, en primer lugar, que los Intendentes que participen obligatoriamente en la elaboración de los planes nacionales, porque la 
costumbre en el Uruguay -sucede muchísimo en los estudios de impacto ambiental- es que se hacen todos los estudios y recién se 
muestran cuando están en la etapa de vista pública, o sea, cuando está todo hecho, criterio que, además, planteaba el proyecto del 
Poder Ejecutivo. Eso no sirve. No puede ser que las Intendencias tomen conocimiento de planes y actuaciones que las afectan 
directamente porque se hacen en su territorio o las involucran porque en ellos se disponen determinadas cosas, cuando ya está 
todo desarrollado, prácticamente en la etapa final. Tiene que ser desde el inicio; es imprescindible que participen desde el primer 
momento. 


SEÑOR VILLEGAS.- ¿Cómo se los va a obligar? 


SEÑOR SIENRA.- Se les obliga muy simple, diciendo que tienen obligación de participar. Si no lo hacen, van a tener problemas; el 
plan no va a incorporar los puntos de vista de ese departamento y ese es un problema que suele ser bastante grave porque 
después van a ir a pedir que le hagan cosas. 


En segundo lugar me voy a referir a un aspecto que pensaba abordar luego, pero lo haré ahora. Yo he propuesto incentivos y 
sanciones para esto. Hay muchas más sanciones posibles que las mencionadas. Por lo pronto, hay una sanción pública que es 
decir que la Intendencia tal no está participando en la elaboración del plan nacional; ciudadanos de ese departamento, si sus 
intereses no se ven reflejados en el plan es porque su Intendente no está participando. Ese es un mecanismo muy fuerte y gratuito. 


SEÑOR VILLEGAS. - Es una sanción moral. 
SEÑOR SIENRA.- Es un mecanismo muy fuerte. No sé si es una sanción. 


Pero el Poder Ejecutivo tiene otras formas de aplicar sanciones. El Poder Ejecutivo puede no llevar programas nacionales a los 
departamentos que no están participando en las cosas ni haciendo sus planes. Me refiero concretamente a programas de vivienda, 


de equipamientos diferentes en el territorio del departamento. Si usted no tiene plan, cómo le va a hacer determinada cosa. 


SEÑORA PEREIRA.- Pero ahí se desvirtúa el objetivo de la ley. Lo que se busca es que los Gobiernos Departamentales realicen 
los planes. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que son los primeros interesados. 


SEÑORA PEREIRA.- Muy bien; pero con ese tipo de sanciones, por las cuales se los retira de los programas nacionales, poco 
menos que se los estanca. Lo mismo sucede con las otras soluciones propuestas en que la sanción sea que ya no cuenten con el 
apoyo del Ministerio. 


Yo haría exactamente lo contrario: le sacaría la competencia, porque lo que necesito es llegar al objetivo que es que se hagan los 
planes; de lo contrario, se estancan. 


Si al Gobierno Departamental que no hizo el plan, encima se le quita el poco incentivo que tiene o se lo elimina de los planes 
nacionales, se desvirtúa la ley. 


Para mí es al revés: no hacen el plan en el correr de tanto tiempo, entonces lo va a tener que ejecutar el Ministerio, obviamente que 
con todos los pro y los contra. 


Si nos metemos en la competencia de los Gobiernos Departamentales, van a saltar. 


SEÑOR SIENRA.- Pero eso no se puede hacer porque la Constitución no lo permite. Todo lo que tiene que ver con la zonificación y 
el manejo urbano es de las Intendencias. 


Pero creo que es exactamente al contrario. Yo pienso que cuando los vecinos reclamen financiación de viviendas o de cualquier 
otro equipamiento urbano que les interese o incluso programas como los que ahora se manejan relacionados a financiación del 
Estado a los departamentos en obras, no se les va a poder financiar porque no tienen planes. ¿Qué obras van a pedir 
financiamiento si no tienen planes? Y otras cosas por el estilo, como programas que están atados a créditos internacionales. Por 
ejemplo, hoy día hay unos fondos para solucionar temas de asentamientos. Para poder ingresar y obtener fondos de ese programa 
tienen que tener planes para resolver esos problemas, y eso es exactamente lo que estoy proponiendo. 


Además, debe haber un complemento en el sentido de que el Gobierno nacional tiene, por lo menos en una primera etapa que 
puede abarcar unos cuantos años, que exigirle a los Gobiernos Departamentales que hagan sus planes y gestionen 
adecuadamente sus territorios. Pero también les tiene que dar recursos que no pueden quedar a discreción del Ministerio. La ley 
tiene que establecer un criterio de reparto de las finanzas porque de lo contrario se corre un riesgo muy grande de que, según sea 
el Presidente, el Ministro o el Intendente, lleguen o no fondos a determinados departamentos. 


Volviendo al punto, me parece que aun cuando la cosa no pase de la sanción pública, al decir que el Intendente o sus delegados no 
están concurriendo a la elaboración de tal o cual plan, eso es suficientemente importante como para que las Intendencias 
participen. 


Reitero: hay que darles fondos. Por eso la ley tiene que obligarles a poner fondos de sus presupuestos porque si no los Intendentes 
distribuyen sus fondos en cualquier otra cosa y después dicen que no tienen plata para destinar al ordenamiento territorial. Pero 
también tienen que poner plata porque el país le está dando dinero a la DINOT, aunque ahora esté recortado. Yo sé que hay gastos 
que no llegan. Pero digamos la verdad: la DINOP no ha estado trabajando en los últimos cinco años en la elaboración de planes ni 
siquiera en esta norma. Recién ahora está retomando impulso y un poco de sensatez. 


Por otro lado, me parece muy importante que las formalidades de la elaboración de los planes estén determinadas por la ley; por lo 
menos las formalidades básicas. ¿Por qué? Porque es imprescindible que exista una metodología básica nacional en la 
elaboración de los planes, la que puede ser ampliada o modificada como se quiera, pero debe haber una metodología en la cual 
desde el inicio sea pública, o sea desde la recolección de información hasta los diagnósticos, las propuestas y las metodologías de 
trabajo y, además, con participación pública de los entes y organismos del Estado que tienen injerencia. Y eso hay que ponerlo en 
la ley; de lo contrario, no van a participar. No puede ser que participen cuando está todo pronto o, peor, se sientan con competencia 
para censurar y decir que no va lo que se está proponiendo en el plan. Lo tienen que decir en la etapa de elaboración. Obviamente, 
si no les hacen caso tendrán que seguirlo diciendo e ir a la conciliación. Pero no puede ser que sea como el visto bueno de la 
autoridad, de la maestra a los alumnos. No. Acá no hay maestras ni alumnos; son todos de la misma jerarquía y todos tienen que 
participar en lo que hacen los otros para poder tener derechos. 


Eso es lo que me parece a mí. 


SEÑORA PEREIRA.- El arquitecto Sienra dijo algo que no quiero dejar pasar por alto. No existe ningún artículo en la Constitución 
de la República que establezca que la ordenación territorial compete al Gobierno Departamental. 


SEÑOR SIENRA.- Pero no hay ninguno que diga que compete al Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PEREIRA.- Pero no hay nada que le dé esa competencia al Gobierno Departamental. Esa es una aclaración 
fundamental, independientemente de que todos en este ámbito entendemos que si el Gobierno Departamental -como digo siempre, 
el pensar globalmente y actuar localmente- no actúa por negligencia, o sea, por varios motivos, no se puede perder el objetivo, que 
es que se ordena el territorio. Por eso creo que si la Constitución, que es la Carta Magna, no me impide.... 


SEÑOR SIENRA.- Porque el objetivo está en el plan. 


SEÑORA PEREIRA.- Lo que estamos buscando con esta norma es que cambie justamente todo el sistema. Los que venimos acá 
desde hace dos años es porque tenemos cierta esperanza de que en algo cambie el sistema. 


SEÑOR SIENRA.- Ese punto finalmente tiene una definición política. 


No estoy seguro, pero por lo que he hablado con gente del Congreso de Intendentes, si se incluye una cláusula de ese tipo, de que 
el Poder Ejecutivo puede hacer un plan en un departamento, no lo van a aceptar y van a poner el grito en el cielo. De eso no tengo 
ninguna duda. 


SEÑORA PEREIRA.- A mí no me interesa qué sucede en los hechos. 
SEÑOR SIENRA.- Pero no se va a aprobar. 


SEÑORA PEREIRA.- En los hechos el que tiene que hacer el plan es el Gobierno Departamental. El tema está en los hechos, en la 
práctica, en lo ideal. 


Desde que nos sentamos acá hoy el miedo es que el Gobierno Departamental omita esa obligación y cuál va a ser la sanción. Pero 
no se le puede sancionar de una forma tal que se lo aísle y que en definitiva el plan quede sin realizarse o que se le aísle a nivel de 
Gobierno o de planes económicos. 


Lo que busco no es sacarle la competencia al Gobierno Departamental, sino decirle al señor Intendente que abra los ojos y haga su 
trabajo, porque si no va a venir el Poder Ejecutivo y lo va a hacer por él. 


SEÑOR SIENRA.- En esto tenemos un punto de vista diferente. Yo creo y estoy absolutamente convencido que si la ley dispone lo 
que tienen que hacer y a su vez les da recursos para hacerlo y efectivamente se le dan esos recursos -como se los estamos dando 
ahora para hacer la infraestructura, la caminería, etcétera- si no van haciendo los planes, se les empiezan a recortar. Estoy seguro 
que todos los departamentos lo van a hacer y no necesitamos ir más lejos. 


Considero altísimamente inconveniente que se abra una puerta por la cual el Poder Ejecutivo pueda ir a actuar en un 
departamento, porque eso no va a funcionar desde el punto de vista de la confección del plan y segundo abre la puerta para que si 
el Ministerio tiene ganas vaya a hacer el plan de Punta de Este porque le gustó esa ciudad o de Colonia porque le gustó o porque 
de repente dice que eso que tiene es obsoleto, no sirve o no se ajusta a la ley. Personalmente voy por el otro lado. 


Quiero hacer un par de comentarios más. 


Me alegro mucho de que el Poder Ejecutivo tome el concepto de áreas que no son urbanas ni rurales. Un poco por la tradición que 
hay en el país, que desde mucho antes de la Ley de Centros Poblados existían las áreas suburbanas -creo que viene desde el 
Código Civil o desde muy antiguo- había tomado el criterio de darle ese contenido al nombre de área suburbana como área de 
carácter permanente. Por supuesto que comparto que un área suburbana, si es un área urbana carenciada porque le falta 
infraestructura, población o lo que sea, es urbana igual; será urbana carenciada. Si el nombre que el país adopta es periurbano, 
bienvenido sea. 


Creo que las áreas que yo llamaba suburbanas y que por lo menos en la propuesta del Poder Ejecutivo se llaman periurbanas, son 
fraccionables hasta cierto límite, es decir, no son de cinco hectáreas mínimo ni de tres. Tienen que ser fraccionables. No sé si es 
lógico que la ley establezca de cuántas hectáreas. Pero tienen que ser fraccionables y los planes tienen que decir cuál es la 
fraccionabilidad. 


SEÑOR VILLEGAS.- Hay que diferenciar entre fraccionable y urbanizable. Hay que definir muy bien esas dos situaciones. Las 
áreas periurbanas pueden ser fraccionables pero no urbanizables, o sea, no pueden constituir ciudad. Este es un concepto que 
tengo realmente muy claro. 


SEÑOR SIENRA.- Yo tengo una discrepancia con eso porque hay un cierto tipo de estilo de vida que se da en áreas enjardinadas - 
yo diría de quintas o de chacras pero que no son productivas, que son simplemente áreas enjardinadas grandes- que requieren 
servicios urbanos y son urbanas aunque sean superficies más o menos grandes. 


Mi idea por lo menos era que se trataba de lo que yo llamaba áreas suburbanas. Puede ser que sean áreas que se incorporen a las 
urbanas, pero teniendo límites muy grandes de fraccionabilidad y de uso, y con servicios menores que los urbanos porque esas 
grandes superficies tienen otros requerimientos que lo suburbano, por su superficie, no se lo puede dar. Por ejemplo, los negocios. 
No hay y no va a haber. Tienen que ir a los centros urbanos. 


Que se llame suburbano o periurbano, celebro que se recoja el planteo porque me parece fundamental que se reconozca la 
existencia de esas áreas que no son urbanas ni suburbanas, pero que son absolutamente imprescindibles para el funcionamiento 
de la vida y de toda sociedad. 


SEÑOR VILLEGAS..- Pero son distintas a lo que la Ley de Centros Poblados llamaba áreas de huertos. 
SEÑOR SIENRA.- No tiene nada que ver. 


Retomando lo que el arquitecto Berrutti planteaba al inicio, creo que cuando uno empieza a poner los textos en el orden en que 
más o menos debieran ir, se van armando muchas más coincidencias que las que al principio parece que hubiera. Pero esa tarea 
no es fácil porque el Mensaje del Poder Ejecutivo tiene una serie de horrores desde mi punto de vista, no solamente en su 
estructura que me parece sumamente inconveniente en muchísimos conceptos que entiendo muy equivocados -por lo que veo 
ahora estamos en camino de resolver- sino que divide la norma en Títulos, los que cuando uno empieza a leer no tienen mucho que 
ver con el contenido. Por eso habrá que ir eliminándolos para poder llegar a un texto más o menos común, o quizá cambiarles de 
nombre para que el título refleje su contenido. 


Para la próxima reunión voy a preparar un cuadro por lo menos de las primeras partes que desde mi punto de vista sería la 
organización institucional, donde también tenemos unas diferencias, porque algunos planteos que hemos hecho acá han quedado 
demasiado atados a la estructura del Poder Ejecutivo. A mí me parece y propongo como ejercicio -por lo menos para mí- que hay 
que pensar que la primera parte de la ley tiene que contener las definiciones generales y la organización institucional, o sea, cómo 
va a funcionar un país en este tema. En parte el Mensaje del Poder Ejecutivo lo tiene y en parte no, porque empieza así pero luego 
incluye conceptos, como el derecho de propiedad y cosas menores y mayores que no tienen nada que ver. 


Me parece que no estaríamos lejos de armar una primera parte de la ley, que podría ser un artículo o un capítulo -no hago cuestión 
siempre y cuando acertemos el nombre como debe ser- incluyendo ahí la organización institucional, es decir, las definiciones, las 
competencias y la estructura general de lo que habrá y cómo va a funcionar el país. Todos queremos eso y me parece que debe 
estar en la primera parte de la ley; luego diremos cómo hace cada uno sus cosas. 


Este es un planteo para ver si podemos ir acercando las posiciones. 


En segundo lugar, como método de trabajo propongo, llegado el momento, ir discutiendo el temario de ese capítulo o título -como lo 
quieran llamar- y luego artículo por artículo donde hay pequeñas diferencias. En muchísimos las hay y en otros no. 


SEÑOR BERRUTTI.- De alguna manera propongo encarar el tema desde el punto de vista de la forma legislativa a lo que 
planteaba la doctora Pereira. 


SEÑOR VILLEGAS.- El tema de las sanciones o las obligaciones entre el Gobierno Central y las Intendencias tiene que ver, desde 
luego, con las obras o servicios de otros institutos del Estado. Por ejemplo, si un departamento no ha cumplido con la obligación de 
formalizar planes del uso del suelo, ¿cómo le vamos a prohibir a UTE que no le dé luz a quien la precisa? ¿Cómo le vamos a 
prohibir a OSE que no le dé agua o no le haga el saneamiento? Ese es un tema bastante complejo y lo planteo porque no tengo 
una solución. 


SEÑOR SIENRA.- En realidad, UTE podrá dar energía eléctrica; pero OSE no va a poder hacer el saneamiento porque no tiene el 
plan y no sabe cómo hacer el saneamiento. ¿Qué dotación de agua va a prever OSE si no sabe cuál va a ser la densidad de 
población y demás? Es tirar el dinero si hace el plan. Por lo tanto, esas obras quedan suspendidas en el tiempo o paralizadas. 
Aquel departamento que tiene todo previsto tendrá la inversión antes, y esa es la mayor sanción posible. En las prioridades que se 
da el país, le tiene que dar al que está primero. 


SEÑORA PEREIRA.- Esa es una sanción directa al pueblo y no al Intendente. 

SEÑOR SIENRA.- ¿Y quién lo eligió? ¿O es Intendente de casualidad? 

SEÑORA PEREIRA.- No es tan así. Entonces, todos tenemos sanciones continuamente por lo que elegimos mal. No es así. 
SEÑOR SIENRA.- Yo espero que no haya que aplicar. 


Quiero aclarar que en mi propuesta pongo sanciones que los Intendentes pueden poner a los organismos del Poder Ejecutivo o a 
los entes públicos, porque si no cumplen con su parte deben ser sancionados. 


SEÑOR GILMET.- En el día de hoy, de acuerdo a los compromisos asumidos por los integrantes de esta Comisión, debíamos hacer 
entrega del Título 4 según la estructura que habíamos adoptado, que denominábamos conclusiones finales. 


Queremos realizar algunos comentarios del material que entregamos a la Secretaría en este acto. Ya habíamos adelantado algunos 
criterios de enfoque de este Título 4. Hemos avanzado en ese mismo sentido y vamos a hacer algunos comentarios. 


El artículo 59 del proyecto del Poder Ejecutivo introduce modificaciones a la Ley Orgánica del gobierno y administración de los 
departamentos. Me estoy refiriendo a la Ley N* 9.515 de 1935. Esas modificaciones se refieren a la ampliación de competencias de 
la Junta Departamental (artículo 19) y del Intendente (artículo 35) con relación a la ordenación territorial. 


Así como otras propuestas, coincidimos en que este proyecto no debería, porque no es necesario incluir el artículo 59 del proyecto 
del Poder Ejecutivo por considerar que dicha ampliación de competencias queda ya establecida en las propuestas. Sin embargo en 
la circunstancia de un estudio de modificación global y de actualización de Ley Orgánica Municipal, entre las múltiples 
adecuaciones deberían introducirse los aspectos referidos a la materia ordenación territorial. En esta instancia entendemos que no 
es necesario. 


Con respecto al Capítulo 2 del Título 4 del proyecto del Poder Ejecutivo, que se denomina "Previsiones Especiales para Zonas 
Costeras", artículos 62, 63 y 64, en nuestra propuesta ya han sido consideradas, en particular en el artículo 14. 


Con respecto al artículo 65 del proyecto del Poder Ejecutivo, coincidimos también con otros miembros de esta Comisión que 
entienden que es innecesario. 


Sí creemos que es pertinente en esta instancia realizar modificaciones a las llamadas leyes de centros poblados. 


Se plantea una situación similar a la de la Ley Orgánica Municipal con las leyes de centros poblados. Siempre hacemos referencia 
a las de 1946, pero habría que nominar el Decreto Reglamentario de 16 de noviembre de 1961, la Ley N* 13.493, de 14 de 
setiembre de 1966, y el Decreto Ley N* 14,530, de 1* de junio de 1976, que están introduciendo modificaciones y constituyen el 
cuerpo legal que denominamos leyes de centros poblados. 


Coincidimos en la necesidad de ajustes al nuevo marco jurídico y actualizaciones correspondientes a los cambios de la realidad. 


En otras palabras, se considera necesaria una revisión íntegra de las leyes de centros poblados. Por tanto, lo que adelantara el 
arquitecto Villegas en el sentido de que ha hecho entrega de una propuesta al respecto y otros materiales que se nos han hecho 
llegar por parte del arquitecto Sienra, creo que deben ser consideradas. Nuestra duda es si deben ser consideradas en esta 
instancia, en la consideración de este proyecto de ley, sin perjuicio de que se adopten algunas modificaciones en el presente 
proyecto basadas en la extensa experiencia de la aplicación de la Ley de Centros Poblados, aunque entendemos que las 
modificaciones que proponemos respetan los principios que inspiraron al Legislador del año 46. 


No nos parece pertinente cómo se expresa el proyecto del Poder Ejecutivo en el sentido de la vigencia de las leyes de centros 
poblados. Yo creo que lo que sigue vigente es el espíritu que guió al Legislador en el año 46. Pero en su formulación no cabe 
ninguna duda que hay una obsolescencia técnica y propia de la larga vida, de más de 50 años de vigencia en el país. 


Así se entiende oportuno adaptar las disposiciones -como ya lo expresamos- del artículo 13 al Código de Aguas y con carácter 
cautelar se debe evaluar la vulnerabilidad a los cambios climáticos, el incremento de la impermeabilización de los suelos como 
consecuencia del proceso urbanizador, y otros factores que puedan ocasionar riesgos catastróficos. 


Nosotros lo hemos formulado como un agregado al numeral 3 del artículo 13 de la Ley N* 10.723, donde leemos lo hoy vigente. 
Ningún predio, ninguna vía pública de acceso podrá situarse total ni parcialmente en terrenos inundables o que estén a nivel inferior 
-y no modificamos la expresión dimensional- a 50 centímetros por encima del nivel alcanzado por las más altas crecientes 
conocidas. El proyecto del Poder Ejecutivo expresa una modificación en el sentido de aumentar un metro. Pero agregamos: Y en 
consideración de una evaluación de la vulnerabilidad a los cambios climáticos, la impermeabilidad de los suelos y otros factores 
que puedan ocasionar riesgos catastróficos. Nos estamos refiriendo implícitamente a los riesgos de inundación. 


Si se entiende del caso, podemos abundar en cuanto a estos aspectos a los que ya hiciéramos referencia en una sesión pasada. 


En el mismo artículo se deroga el último inciso referido a acantilados o barrancas que se ha aplicado para reducir o dejar sin efecto 
el retiro o faja de 50 metros en los casos de continuidad a los cauces de dominio público, transgrediendo el espíritu de la ley. 


También se adopta la disposición derogatoria del inciso tercero del artículo 15 -en lo que creo que todos estamos de acuerdo- para 
impedir la posibilidad de su aplicación en términos permisivos de reducir prudencialmente las exigencias de la propia ley. 


Por último, con respecto a la propuesta de modificación del inciso primero del artículo 11, junto a los artículo 42, 43 y 44 del 
proyecto del Poder Ejecutivo, la continuamos estudiando puesto que constituyen un todo en el sentido de la articulación de las 
propuestas de sanciones que se han presentado por parte de integrantes de esta Comisión que son de gran interés y que nosotros 
seguimos analizando. 


Con respecto al artículo 61 del proyecto del Poder Ejecutivo, de ampliación de competencia de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, adherimos con un cambio en la redacción de adaptación que formularíamos así. Es el agregado de un literal al artículo 
11 de la Ley N* 15.785, de creación de la Corporación Nacional para el Desarrollo de 1985, de promover la ordenación territorial 
mediante la financiación de programas y proyectos en el marco de las directrices y los planes de ordenación territorial enunciados 
en la ley de ordenación territorial -que adquirirá algún número y fecha- y debidamente aprobados. Esto tiene relación justamente 
con lo que se venía conversando en esta sesión respecto al régimen de sanciones e incentivos, puesto que aquellos programas y 
proyectos ejecutivos derivados de directrices y planes de ordenación deben ser estimulados a través de un régimen de estímulo, en 
este caso del que instituye la ley en la Corporación Nacional para el Desarrollo. Por ello agregamos "y debidamente aprobados", 
porque entendemos que es la forma de incentivar, no sólo la redacción de los planes, sino también su aprobación, que no es 
menor, porque la aprobación implica consenso, acuerdo, un pacto político, social, de todos los sectores de la sociedad, que 
respalde un proyecto que justamente es el plan. 


Luego -ya lo habíamos adelantado- una disposición transitoria que se refiere a la situación de los instrumentos de ordenación y 
gestión territorial en vigor con anterioridad a la vigencia de la presente ley que entendemos serán interpretados y adoptados total o 
parcialmente según lo dispuesto en la presente ley y su reglamentación sin perjuicio de que continuaran plenamente vigentes. 


Esto se refiere a aclarar la relación con el artículo 9%, el carácter vinculante que establece que desde su entrada en vigor, o sea de 
la ley, será de aplicación íntegra e inmediata y directa, cualquiera sea la norma y sin perjuicio de la continuación de su vigencia, las 
disposiciones de la presente ley, no obstante los esfuerzos realizados al presente en los ámbitos nacional y departamental pueden 
ser adaptados a las disposiciones de la presente ley. 


Por último, el artículo referido a la reglamentación, que corresponde al artículo 66 del Poder Ejecutivo, del cual se comparte la 
exposición de motivos, que establece que la reglamentación se realizará en el plazo de un año a partir de la promulgación, pero 
que deberá contar con la coordinación. Establece que será coordinada entre el Poder Ejecutivo y el Congreso de Intendentes y que 
eventualmente podría entrar en coalición con el artículo 168 de la Constitución que establece la competencia del Poder Ejecutivo a 
los efectos de expedir los reglamentos especiales que sean necesarios para la ejecución de las leyes. Por tanto, si se salva esa 
eventual duda de inconstitucionalidad, respaldamos el espíritu de esta propuesta del Poder Ejecutivo. 


Con esto damos por finalizada una etapa de trabajo y el compromiso asumido de entrega de los cuatro Títulos de propuestas 
alternativas y adherimos a la propuesta de la Mesa en la medida de facilitar el trabajo y nuestro asesoramiento a los señores 
Legisladores. En ese sentido quisiera realizar algunos comentarios. 


SEÑOR SIENRA.- Quisiera hacer una pregunta respeto del tema anterior. 


Cuando hablas de derogar la última parte del artículo 15 de la Ley de Centros Poblados. Allí -en algunos casos obviamente ha sido 
muy mal usado- la disminución del tamaño de los predios y algunas de esas cosas han sido los mecanismos que se han utilizado 
para resolver algunos problemas, incluso de programas de vivienda del Estado, de asentamientos y otro tipo de cosas. No sé si esa 
parte también quedaría derogada en la propuesta. 


SEÑOR VILLEGAS.- Lo que queda derogado justamente es esa permisibilidad que admitía el inciso tercero del artículo 15. Y es 
general. Esto tiene sus consecuencias y algunas, como dice el arquitecto Sienra, exigen la revisión de las leyes de centros 
poblados. Y nosotros lo hemos expresado con toda claridad. Entendemos que se considera necesaria una revisión íntegra de las 
leyes de centros poblados. 


Nuestra duda se remite a los siguientes términos: si es esta la oportunidad, si es este el ámbito. A nosotros se nos ha 
encomendado una tarea: el estudio de un proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Como consecuencia de ese estudio nos 
encontramos con que sería pertinente también una revisión de la Ley Orgánica Municipal y de las leyes de centros poblados, y no 
sólo de las leyes de 1946, sino de los Decretos, los modificativos y todo el cuerpo jurídico vinculado que es cuantioso en los 
ámbitos nacionales, departamentales, de los organismos descentralizados, etcétera. Yo creo que un estudio de las leyes de centros 
poblados no puede remitirse exclusivamente a las leyes del año 46, puesto que es una enorme construcción jurídica de más de 
cincuenta años que debe ser considerada si modificamos ese texto legal. Es más; reiteradamente he dicho que la propia 
Constitución de la República hace referencia a conceptos de las leyes de centros poblados. Por tanto, estaríamos en una revisión 


integral sugiriendo una reforma constitucional en un aspecto quizá no sustancial pero sí de actualización clarísima en la materia de 
ordenación territorial, o sea, una actualización del texto constitucional a la materia. Eso es clarísimo. Por tanto, tiene consecuencias 
muy delicadas en el ámbito de lo tributario, de lo impositivo. Creo que es una tarea necesaria. Que tenemos que advertir a los 
señores Senadores de la necesidad de esa revisión pero también de lo que significa. Yo quisiera tener directivas claras en ese 
sentido por parte de los miembros de la Comisión de Vivienda del Senado en el sentido de si esta Comisión continúa abocándose a 
la tarea de la revisión, por ejemplo, de las leyes de centros poblados, puesto que un trabajo serio de todo este cuerpo, no sólo 
legislativo, jurídico o normativo, verdaderamente, nos puede llevar un tiempo prolongado. 


Yo creo que el ánimo de los integrantes de esta Comisión es poder asesorar a los Senadores para que rápidamente puedan tomar 
a la brevedad posición con respecto al proyecto del Poder Ejecutivo y luego ver cuáles son las estrategias de cómo encarar las 
consecuencias en el marco legislativo más amplio. 


No sé si he dado respuesta a la pregunta. 


SEÑOR SIENRA.- La pregunta básicamente era operativa. Yo comparto totalmente que hay que compatibilizar la nueva norma y 
los criterios que utiliza para la planificación y la gestión del suelo y la Ley de Centros Poblados que en alguna medida era de 
planeamiento territorial o urbanístico, además de crear los mecanismos de cómo se pasa de un suelo rural a urbano que desde mi 
punto de vista y mientras no se cambie la ley va a ser el único rol que le va a quedar mientras no se haga una revisión general. 
Momentáneamente el pasaje de un predio rural a urbano es lo único de la ley de centros poblados que va a quedar en vigencia. 
Creo que eso queda en vigencia tácitamente. 


En algunas otras cosas que propongo trato de ajustar el concepto de este proyecto a la Ley de Centros Poblados. Por ejemplo, ese 
pasaje de rural a urbano, para la Ley de Centros Poblados implica un proyecto para la aprobación de la Junta Departamental. 
Desde mi punto de vista, si el terreno que se va a urbanizar está catalogado como urbanizable y votado por la Junta Departamental 
como tal, porque para aprobar el plano debe haber sido votado por la Junta Departamental, ese pasaje se transforma en un acto 
administrativo, porque si se ajusta al plan, lo que tiene que hacer el Intendente es, como cuando da un permiso de construcción, 
dar la autorización, con lo cual no va de vuelta a la Junta. 


Yo me refería a la pregunta porque me consta que tanto en programas de interés social del Poder Ejecutivo como de las 
Intendencias como para regularizar algunas situaciones irregulares, etcétera, se ha utilizado el inciso tercero del artículo 15 de la 
Ley de Centros Poblados, reduciendo frentes mínimos y áreas mínimas de terrenos. Yo me refería en ese sentido, porque en los 
hechos, si no se hace de otra forma, que es por propiedad horizontal -y la propiedad horizontal en ese tipo de cosas agrega un 
problema a lo ya existente- habría que empezar a intercambiar opiniones. Yo comparto que habría que empezar a derogar las otras 
partes. Es más, yo también lo derogo, pero propongo una modificación en el artículo 16. Pero es un tema a seguir pensando. Yo 
quería poner la atención no en las barbaridades que han hecho las Juntas Departamentales y los Gobiernos Municipales abusando 
de eso, sino en cómo es utilizado ese mismo artículo para resolver problemas. 


SEÑORA PEREIRA.- También quiero explicar el proyecto del Título 4 que les envié por e-mail la semana anterior, sin perjuicio que 
aclaro que implica el Título 4 y todas las modificaciones que conlleva, porque a mi entender el proyecto del Poder Ejecutivo traía 
varios artículos que deberían incluirse en capítulos anteriores. 


Tenemos más similitudes con el arquitecto Gilmet de las que me hubiera imaginado, lo que puede llevar a que haya un mayor 
diálogo. 


En relación al artículo 59 del proyecto, no se agrega nada nuevo con la inclusión de lo estipulado en el mismo. Incluso, la Ley de 
Ordenación Territorial estipula lo que enumera dicho artículo, por lo menos en lo que respecta a mi proyecto alternativo, lo contiene. 
Asimismo hay que tener muy en cuenta que tanto se ha innovado o modificado en la práctica en la Ley Orgánica Municipal que 
agregar cosas acá sería una pequeña parte de algo muchísimo más grande de un trabajo que requiere una adecuación bastante 
más importante. 


Sí entiendo conveniente -y en la exposición de motivos sumamente conveniente- y oportuno que tanto en relación a la Ley 
Orgánica Municipal como a la de centros poblados y asimismo aclarar -y esto es debido a lo que acabo de escuchar- todas sus 
normas modificativas, concordantes y complementarias, o sea, en todo su conjunto, la Ley Orgánica Municipal, la de centros 
poblados y estas otras, adecuándolas a la realidad y a la normativa vigente que obviamente va a ser esta ley y que va a significar 
un gran cambio. 


Sí entiendo completamente conveniente manifestar el espíritu -que va a ser de los Senadores y Representantes- de que a la 
brevedad esas importantes normas sean adecuadas a la realidad y darles una relación directa con este cuerpo normativo. 


En cuanto al artículo 60, los ajustes de centros poblados, retiro -como ya lo había manifestado- lo de "declárese vigentes las leyes 
tal y tal", porque lo considero absolutamente innecesario y puede dar lugar a confusión, lo que jamás sería nuestra voluntad. 


En cuanto al inciso primero del artículo 11, en primer lugar, lo recojo porque entiendo que en la redacción actual nada se estipula 
respecto a la nulidad, lo que podría ser conveniente. Además, acá se refiere a la violación de cualquier disposición de la ley, 
mientras la Ley de Centros Poblados sólo hablaba de la enajenación de predio. Esta redacción es más amplia, lo que me parece 
puede ser oportuno. No obstante, me parece que la nulidad absoluta de cualquier relación también puede ser en cierta forma 
exagerada. Lo que propongo es que se agregue algo que diga que en aquellos casos en que la violación no pueda subsanarse. 


También agrego que las multas deberán aplicarse en atención al grado de responsabilidad e incluyo a los funcionarios públicos que 
pudieren haber colaborado como posibles involucrados, porque -no sé si recuerdan- al final de lo que estipula este inciso se 
establece que será aplicada solidariamente a todos los involucrados, en fin. 


En relación a la sustitución del numeral 3 del artículo 13, considero que el gran cambio que se proponía era la inclusión del metro, 
ese famoso cambio de cincuenta centímetros por el metro, el cual ignoro hasta qué punto es razonable por las razones que hemos 
dicho y sobre todo las de mis compañeros. Asimismo, como que el inciso tercero que se proponía era innecesario ya que no se 
autoriza que se hagan excepciones de ninguna especie. No sé si recuerdan que este inciso decía que los Gobierno 


Departamentales no podrán admitir excepción alguna a lo previsto en el presente artículo. Creo que eso también podría dar lugar a 
confusión, por lo cual soy partidaria de excluirlo por completo. 


Si bien cuando la semana pasada envié las propuestas del arquitecto Gilmet no sabía si él había leído lo dicho el lunes anterior, me 
había parecido totalmente oportuno y correcto hacer alguna alusión al cambio climático. Yo ya lo recibí y voy a ver cómo lo puedo 
incorporar en este artículo y hacer mención al cambio climático, justamente por las razones que él especificó. 


Sí me acojo a la derogación del inciso tercero del artículo 15 por las razones expuestas en la Comisión. Respecto a la otra 
modificación que sugería el proyecto al artículo 19 de la Ley N* 10.723, agregaría en la parte final, donde dice que todos los 
fraccionamientos y trazados efectuados en contravención a lo dispuesto en la presente ley y a los plantes de ordenación territorial 
serán absolutamente nulos, todo ello sin perjuicio de las sanciones que pudieran corresponder: exceptuándose de la nulidad 
absoluta aquellas contravenciones que por su leve magnitud y significado pudieran subsanarse. Eso por las razones que les 
estipulé cuando hablé de la sustitución del artículo 11 de la ley. 


En cuanto a la ampliación de competencias de la Corporación Nacional para el Desarrollo, cambié la redacción. Entiendo 
conveniente agregar este inciso a la Ley N* 15.785. Lo que propongo es establecer que sea competencia de la Corporación 
promover la ordenación territorial a través de la financiación de proyectos encuadrados en las finalidades y principios de la presente 
ley -que sería ésta- porque entiendo que todos aquellos proyectos que puedan demostrar en la realidad las finalidades y los 
principios en los que tanto énfasis hemos puesto sobre todo en las primeras sesiones de esta Comisión, llevan el espíritu de la 
ordenación territorial. 


En cuanto a los artículos 62, 63 y 64, que a mi modo de ver no tenían relación alguna con el Título 4 como para figurar ahí, he 
recogido -y me gustaría que ustedes después los pudieran ver con detenimiento- en el Capítulo de Planes Especiales una breve 
aclaración en cuanto a los objetivos y competencias, donde puse específicamente que en todo tipo de construcciones a realizarse 
en la faja de costas se requería un plan especial, así como también agregué -también vinculado con todo lo relacionado con las 
zonas costeras- en un Capítulo que denominé Normas Comunes a Todos los Planes, que era pertinente que se hiciera referencia a 
las zonas costeras. Lo que hice fue recoger eso en el artículo referido exclusivamente al tema del impacto ambiental. También 
denominé a otro artículo "Impactos ambientales en la faja de defensa de costas" y otro que estipulé refiere solamente a "Zonas 
costeras". Las redacciones no son las del proyecto del Poder Ejecutivo, pero entiendo que en ciertos aspectos recogen ciertas 
intenciones del mismo que a mi modo de ver son convenientes. 


Por último, por razones sobre las que habíamos hablado acá, entendí oportuno hacer alusión -de la misma manera que hoy 
escuché al arquitecto Gilmet que también lo hizo- a los instrumentos de gestión y planificación territorial existentes a la época de 
modo que quedara cómo se van a interpretar. Lo que hice fue estipular en el proyecto que les envié que las normas anteriores a la 
vigencia de la presente ley que hubieran servido de instrumentos de gestión y de planificación territorial a nivel nacional o 
departamental serán interpretadas y aplicadas según lo dispuesto en la presente ley y su reglamentación, sin perjuicio de continuar 
ampliamente vigentes. 


En cuanto a esta parte final, "Sin perjuicio de continuar ampliamente vigentes", tengo mis dudas de si dejarla o no en este artículo, 
porque puede llevar a confusión de las normas anteriores. Por eso me reservo analizarlo y en los próximos días tener una decisión 
más firme. Lo que quiero remarcar de las normas anteriores es simplemente que continúan vigentes, pero se van a interpretar. 


En lo que respecta a la reglamentación, sinceramente, ignoro la inconstitucionalidad o no de poder hacer alusión a que en ella el 
Congreso de Intendentes pueda participar. Sí comparto el espíritu de la redacción del artículo para lo cual, sin perjuicio de que sería 
completamente oportuno ir a un especialista en Derecho Constitucional para que nos diga si es viable o no la inclusión de este 
artículo, "prima facie" diría que estoy plenamente de acuerdo con el mismo. 


SEÑOR GILMET.- Quiero agregar una información con respecto al cambio climático que justamente fundamenta la propuesta a la 
que hacía referencia la doctora Pereyra de las leyes de centros poblados en el sentido de considerar ese incremento de riesgo de 
inundaciones en nuestro país. 


Hemos tomado contacto con la Dirección Nacional de Medio Ambiente y en particular con la Unidad de Cambio Climático. Esto es 
muy significativo en el sentido de que la propia estructura de nuestro Estado ha incluido una Unidad específica del tema. Por tanto, 
es posición del Gobierno la consideración del cambio climático. En sus estudios de vulnerabilidad y adaptación al cambio climático, 
en particular en el Anexo D "De las características generales de las lluvias y su variabilidad sobre Uruguay", expresa que en 
diferentes escenarios -sería muy extenso detallar acá- es esperable que las precipitaciones anuales se incrementen en nuestro 
país. Igualmente se esperan incrementos en la frecuencia e intensidad de los eventos de precipitación intensa en muchos lugares. 


Las inundaciones son un fenómeno relativamente común y recurrente en el Uruguay. Se estima que el 15% de la superficie del 
territorio está sujeto a inundaciones; el 85% restante afortunadamente no estaría en riesgo. La más grave de lo que tenemos 
registro fue la de 1959, pero luego tuvimos la de agosto de 1967, la de agosto de 1986, la de fines de 1997 y comienzos de 1998, y 
la del año 2000. 


Dice este informe que en los últimos 10 años parece haberse incrementado la frecuencia de fenómenos de inundación. En 
particular se ven afectados determinados centros poblados. Este informe habla de Artigas, Durazno, Mercedes y Melo que padecen 
con frecuencia significativa estos eventos. 


Las causas de estos cambios se están estudiando en el ámbito internacional y muchos científicos establecen una relación entre 
estos cambios climáticos que en nuestras latitudes significan aumento de precipitaciones pero que en otras latitudes significan lo 
contrario, o sea, períodos de sequía o profundización de los mismos. Se deben al llamado efecto invernadero. Pero 
independientemente de esta discusión con respecto a las causas de los cambios climáticos, lo que nos dicen estos informes de la 
Unidad de Cambio Climático de la Dirección Nacional de Medio Ambiente es que hoy ya se puede verificar que esos cambios se 
están produciendo, o sea, hay un aumento en la intensidad y en la frecuencia de las precipitaciones. Por tanto, deben ser recogidos 
con carácter cautelar en las normas de ordenación del territorio. 


En ese sentido, un estudio que tiene su origen en la Universidad de Colorado y que establece recomendaciones con respecto a la 
magnitud y la frecuencia de las inundaciones que podrían crecer en el futuro como consecuencia del incremento de la frecuencia 
de los eventos de precipitación intensa y también del cambio en el uso del suelo sobre todo en zonas urbanas -así lo dice este 
estudio- recomienda la planificación y gestión urbanística focalizada particularmente en zonas potencialmente urbanizables. Esta es 
una recomendación que se realiza en el ámbito internacional. 


Debemos agregar otros aspectos vinculados al tema del agua en cuanto a la alta vulnerabilidad del acuífero subyacente, que no ha 
sido tenido en cuenta en este marco legislativo, o del potencial deterioro de la calidad del agua que merecían a nuestro criterio un 
estudio más profundo y la incorporación de un marco legislativo. 


Por ejemplo, el riesgo en cuanto al acuífero subyacente que tenemos en la faja costera del departamento de Canelones. Producto 
de la extracción de aguas del acuífero subyacente, en esa situación tan vulnerable de la costa, puede llevar a un proceso de 
salinización del acuífero, puesto que este fenómeno se produce cuando se extrae en demasía y por tanto ese vacío que se genera 
es sustituido por la penetración de agua salobre del Río de la Plata. Esto genera cambios del equilibrio ecológico muy significativos. 
De modo que hay una relación muy clara con toda la temática de los recursos hídricos y la planificación y gestión urbana, y la 
ordenación del territorio, no solo en los aspectos de los riesgos catastróficos de las inundaciones sino también en otros aspectos 
como el deterioro de la calidad de agua de nuestros cursos como consecuencia de procesos de urbanización no ordenados. Los 
informes del ámbito internacional lo hacen extensivo también a la zona de reserva de la biosfera del este. 


Todo esto quizás pueda adquirir un cariz alarmista y en ese sentido coincido con expresiones que se han vertido aquí referidas a 
que debemos ser muy cautos con este tipo de previsiones de los comportamientos futuros del clima y sus consecuencias. 


(Dialogados). 


. escenarios de variación de la temperatura global, de las precipitaciones, escenarios en el ámbito de lo socioeconómico, puesto 
que también tienen incidencia y en el ámbito también de todas aquellas actividades de las sociedades humanas que llevan a 
transformaciones en el clima. Sin embargo, estos estudios que plantean escenarios muy diversos hablan de riesgo en otras 
ciudades de nuestro país. En particular un estudio del año 1996 habla de riesgo en Melo, Durazno, Río Branco, Mercedes, Artigas, 
Tacuarembó, Treinta y Tres, Florida y la zona de reserva de biosfera del Este. Por tanto, entendemos que toda esta temática que es 
abordada por la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la Dirección Nacional de Hidrografía, la Dirección Nacional de Meteorología 
y la Universidad de la República y que ha sido preocupación de muchas organizaciones no gubernamentales, debe ser considerada 
a la hora de legislar en esta materia. 


SEÑOR BERRUTTI.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 17 y 35 minutos). 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


